
Centro Latinoamericano para la Competitividad y el Desarrollo Sostenible

Juan Pablo López, Autor
 Octavio Martínez, Co-autor

CORRUPCIÓN,
TRAYENDO A LA LUZ LO OCULTO
EL CASO DE HONDURAS Y EL SALVADOR



2

Documento para discusión.  Autor, Juan Pablo 
López, Investigador, Centro Latinoamericano 
para la Competitividad y el Desarrollo 
Sostenible (CLACDS) de INCAE; Co-Autor, Octavio 
Martínez, Director, Centro Latinoamericano para 
la Competitividad y el Desarrollo Sostenible 
(CLACDS) y Profesor de Estrategia de Negocios, 
INCAE Business School.   Este trabajo busca 
estimular la reflexión sobre marcos conceptuales 
novedosos, posibles alternativas de abordaje de 
problemas y sugerencias para la eventual puesta 
en marcha de políticas públicas, proyectos de 
inversión regionales, nacionales o sectoriales y de 

estrategias empresariales.  No pretende prescribir 
modelos o políticas, ni se hacen responsables el 
o los autores ni el Centro Latinoamericano de 
Competitividad y Desarrollo Sostenible del INCAE 
de una incorrecta interpretación de su contenido, 
ni de buenas o malas prácticas administrativas, 
gerenciales o de gestión pública.  El objetivo 
ulterior es elevar el nivel de discusión y análisis 
sobre la competitividad y el desarrollo sostenibles 
en la región centroamericana.  El contenido es 
responsabilidad, bajo los términos de lo anterior, 
de CLACDS y no necesariamente de los socios 
contribuyentes del proyecto.  Abril, 2020.
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que una gran mayoría la definen como ´´el 
aprovechamiento de un cargo o función pública 
en beneficio de intereses privados, particulares 
o compartidos´´2 . Sin embargo, también es 
interesante la perspectiva de otro autor3 cuando 
menciona que ´´la corrupción política es, ante 
todo, un asunto de ética social, mientras que otro 
autor4 ejemplifica a la corrupción como ´´una 
banda ancha en la que solamente algunos puntos 
son considerados como corrupción política, esto 
es, objeto de consideración por la norma penal y 
denominados delitos. Lo que quiere decir que la 
conciencia social del campo de la corrupción es 
mayor que el campo señalado por la legislación. ́ ´. 

Estas variaciones en la definición de la 
corrupción se deben entonces a que existen 
diferentes tipos y percepciones de corrupción. 
Como lo mencionamos anteriormente la mayoría 
de la literatura5 define la corrupción como el 
‘‘abuso del servicio público para el goce personal’’ 
pero como lo mencionan Johnson y Sharma 
(2004) en su opinión hay 2 tipos de corrupción: 
la gran corrupción que involucra a políticos de 
alto rango y funcionarios gubernamentales y 
grandes sumas de dinero, y la corrupción menor 
que involucra a funcionarios estatales de bajo 
nivel y pequeñas sumas de dinero.  Otra tipología 
de corrupción la cual citan los estudiosos de la 
corrupción política es la clasificación clásica 
de Heidenheimer et al. (1993), la cual distingue 
entre corrupción blanca (la consentida o 

Hoy en día, los líderes, independientemente de 
si trabajan en el sector privado o público, tienen 
bastantes desafíos, los cuáles deben afrontar 
de manera precisa y eficiente al mismo tiempo. 
Frecuentemente, y con gran veracidad, se nos 
dice que las consecuencias de ignorar cualquier 
desafío son nefastas. Entre los problemas que 
nos aquejan -de manera global- actualmente 
están las economías tambaleantes, el creciente 
terrorismo, las dificultades que propician la 
migración a otras naciones, la propagación de 
pandemias, el cambio climático y los ataques 
en línea contra la información confidencial. Y es 
que, es casi imposible dedicar la misma atención 
a todos estos con la misma intensidad y al mismo 
momento, pero podemos descubrir cómo están 
conectados. Comprender cómo y por qué los 
problemas están relacionados nos ayuda a idear 
soluciones que tendrán un mayor impacto. Un 
lugar para comenzar es echar un vistazo más de 
cerca a la corrupción.

¿Qué es la corrupción?
Bueno, hay muchas definiciones de corrupción, 
mucho más si tomamos en cuenta que la 
corrupción se da en muchos ámbitos y en 
diferentes intensidades.  Si tomamos una 
posición política hay autores que la definen 
como ´´la violación de una obligación por parte 
de un decisor con la finalidad de obtener un 
beneficio personal extraposicional de la persona 
que lo soborna o a quien extorsiona´´1, mientras 

Introducción
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político es un impedimento para la democracia y 
el estado de derecho. En un estado democrático, 
las instituciones pierden su legitimidad cuando 
se utilizan para obtener ventajas privadas. 
En términos económicos, a nivel general la 
corrupción disminuye la efectividad del Estado, 
reduce la eficiencia de los servicios públicos, 
aumenta los costos de transacción y ahuyenta 
la inversión privada. Según el Foro Económico 
mundial (2019)8, la corrupción, el soborno, el 
robo y la evasión fiscal, y otros flujos financieros 
ilícitos cuestan a los países en desarrollo $ 1.26 
billones por año. Eso es aproximadamente el 
tamaño combinado de las economías de Suiza, 
Sudáfrica y Bélgica, y el dinero suficiente para 
levantar a los 1.400 millones de personas que 
ganan menos de $ 1.25 por día por encima del 
umbral de pobreza y mantenerlas allí durante al 
menos seis años.
 
La corrupción corroe el tejido social de la 
sociedad. Carcome la confianza de las personas 
en el sistema político, en sus instituciones y 
su liderazgo. Un público desconfiado puede 
convertirse en otro obstáculo para desafiar la 
corrupción. En otros términos, la corrupción 
afecta el progreso social de un país. De acuerdo 
a un estudio de INCAE (ver Figura 1), se encontró 
estadísticamente un efecto de pérdida de 
bienestar en países con alto nivel de corrupción, 
principalmente en indicadores relacionados con 
el acceso a bienes y servicios públicos: salud, 
educación, energía eléctrica, agua potable, etc.

admitida por la sociedad), la corrupción gris (la 
que consienten y otros rechazan) y la corrupción 
negra (la que todos rechazan).  Otra clasificación 
más cerrada sería la de diferenciar entre 
corrupción individual o privada, cometida por el 
individuo o un grupo, y la corrupción institucional 
o pública, llevada a cabo por una institución, 
en donde se realizan prácticas corruptas que 
benefician a dicha institución. Además, Soriano 
(2011) menciona la corrupción jurídica ‘‘que es 
la incluida y sancionada directamente en las 
normas jurídicas, y corrupción moral, que es 
sancionada por las concepciones ético-sociales 
dominantes, aunque no estén recogidos los 
casos de corrupción según estas concepciones 
en las normas de derecho”. Esta distinción se 
basa en la divergencia entre sanción jurídica 
y reprobación social: un comportamiento, que 
la sociedad considera reprobable, no siempre 
es sancionable jurídicamente, porque no forma 
parte de un tipo penal. Por ejemplo, para buena 
parte de los ciudadanos suizos, las cuentas 
numeradas sin identificación de los bancos del 
país, que permiten el blanqueo del dinero negro, 
son casos de corrupción moral, aunque estas 
cuentas sean perfectamente legales.
 
¿Nos afecta tanto la corrupción?
Como lo menciona un autor6, hay diferentes 
estudios que han comprobado que la corrupción 
tiene consecuencias dañinas en los ámbitos 
social, económico, político e incluso en el 
ambiental. Como lo menciona Transparencia 
Internacional7, la corrupción en el campo 
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¿Por qué es importante saber los tipos de 
corrupción? 
Según Urra (2007), el ‘‘crecimiento de la 
corrupción ha generado una fuerte demanda 
de estrategias y objetivos por implementar, así 
como una profunda necesidad de indicadores 
cuantitativos fiables para medir el fenómeno’’. 
La manera en que midamos la corrupción será la 
que nos indique qué tan grave está la situación 
y qué dirección debe tomar la estrategia para 
combatirla. 

A esto debemos sumar que la degradación 
ambiental es también una consecuencia de los 
sistemas corruptos. La falta o la no aplicación 
de las regulaciones y legislación ambiental 
significa que los recursos naturales preciosos 
son explotados descuidadamente, y sistemas 
ecológicos enteros son devastados. Desde la 
minería hasta la tala y las compensaciones 
de carbono, las compañías de todo el mundo 
continúan pagando sobornos a cambio de una 
destrucción sin restricciones.
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libre y la participación de la sociedad civil 
estarían generando una nueva era de escándalos 
mediáticos que, a su vez, contribuye a que salgan a 
la luz muchos actos corruptos que antes pasaban 
inadvertidos. Mientras que otras perspectivas un 
poco más negativas explican este fenómeno como 
resultado de niveles de corrupción más altos o 
por conflictos entre actores políticos ubicados en 
diferentes esferas del gobierno’’ 

A este respecto conviene señalar que el impacto 
en la política no viene dado solo por los casos de 
corrupción en sí, sino también por la percepción 
que se tiene de ellos. De esta forma, los 
escándalos se convierten, según Jiménez (1994), 
en fenómenos sociales distintos de la corrupción, 
y se podrían definir “como una reacción de la 
opinión pública contra un agente político al que 
se considera responsable de una conducta que es 
percibida como un abuso de poder o una violación 
de la confianza social sobre la que se basa la 
posición de autoridad que mantiene o puede 
llegar a mantener tal agente”. Por tanto, serían 
dos los fenómenos a analizar y a los que habrá 
que hacer frente, ya que ambos poseen su propia 
dinámica: el hecho concreto de la corrupción, y 
el impacto social que este produce en la opinión 
pública.

Esta nueva incrementada percepción se afirma 
con el índice de Transparencia Internacional10, el 
cual es un índice de percepción de corrupción, el 
cual entre el 2012 y el 2019 muestra que 14 de las 21 
naciones de la región empeoraron su calificación 
en el índice (un país mantuvo el mismo nivel 

En este sentido, existen diferentes mediciones 
de la corrupción, las cuales a veces no siempre 
pueden ser comparables porque miden diferentes 
tipologías de corrupción. Dentro de los diferentes 
índices están el índice de percepción de 
corrupción de la ONG Transparencia Internacional, 
el cual es el más utilizado, y mide los niveles 
percibidos de corrupción en el sector público 
según expertos y empresarios. También existen 
otras herramientas como el índice de corrupción 
del Latinobarómetro y el índice de victimización 
por corrupción del Barómetro de las Américas 
perteneciente al Proyecto de Opinión Pública de 
América Latina (LAPOP) El primero no confía tanto 
en la percepción de expertos, sino que prefiere 
confiar en la percepción de los ciudadanos y sus 
experiencias con la corrupción y el segundo es 
similar mientras que hace 7 preguntas directas 
sobre experiencias involucrando soborno. A nivel 
general, los índices no hablan bien sobre la 
situación en Latinoamérica. 
  
 
¿Cómo estamos en Latinoamérica?
El fenómeno de la corrupción en Latinoamérica 
ha venido creciendo desde 1990 a la fecha o por lo 
menos ha sido más percibido desde ese entonces 
y ha venido afectando las agendas de todos los 
países de la región. En este sentido, un autor9 
menciona diferentes posturas de las razones 
del porqué hay un aumento en la percepción 
de corrupción desde las últimas décadas. Una 
posición positiva explica que ‘‘la creación de 
organismos de control, el ejercicio de la prensa 
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y seis mejoraron) y además muestra que la 
posición promedio en el ranking latinoamericano 
es 106 de 180.  La figura 2 presenta un mapa de 
calor del índice de percepción de corrupción 2019 
de acuerdo a Transparencia Internacional.

Figura 2. Mapa de calor del Índice de percepción de corrupción 2019, Transparencia Internacional                            Fuente: Transparencia Internacional, 2019.

8



8

 

Estos resultados también se confirman junto 
con otros índices anteriormente mencionados. 
Según el Latinobarómetro11, en el 2017, un 62% 
de los latinoamericanos decían que la corrupción 
había aumentado; mientras que la cifra en 2018 
aumentó a 65% (ver Figura 3). Si se analizan los 
datos por país, se observa que en 17 de 18 países 
la percepción de aumento de la corrupción es 
superior al 50% llegando a más de 70% en seis 
países. Sólo en Honduras alcanza menos del 50% 
con el 43%.

Figura 3. Percepción del aumento de corrupción en Latinoamérica                              Fuente: Latinobarómetro, 2018.

11http://www.latinobarometro.org/
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para el combate contra la corrupción, hay mucho 
que desmantelar aún. Hay mucha tolerancia y 
aceptación de la corrupción como instrumento 
para lograr objetivos. Es indispensable para ello 
que el discurso público combata la corrupción a 
todo evento.

Estas son algunas de las cifras que muestran la 
realidad de la región. Los esfuerzos o estrategias 
que se han utilizado en los recientes años para 
mitigar el tema de corrupción solo han tenido 
como resultado una caída en los niveles de 
confianza en América Latina, sin importar la 
institución o el país. No hay sino pérdida de 
legitimidad de las instituciones de la democracia 
en los últimos años.

 

Parte de esta percepción se debe también a 
una pérdida en la confianza hacia las distintas 
instituciones, como la iglesia, las fuerzas 
armadas, los partidos políticos, etc. Por ejemplo, 
la confianza en el gobierno cayó de 45% en 2009 
a 22% en 2018, perdiendo un total de 23 puntos 
porcentuales. En este sentido, hay sólo cuatro 
países de la región donde más de un tercio confía 
en el gobierno: Uruguay con 39%, Chile con 
38%, Costa Rica y Bolivia con 33%, mientras 
que los tres países con la menor confianza en el 
gobierno son: Brasil con 7%, El Salvador 10%12 

y Perú 13%. 

¿Cuáles son las actitudes y comportamientos 
de la población hacia la corrupción? Ante la 
pregunta si está de acuerdo o en desacuerdo 
con la frase “Cuando se sabe de algo corrupto 
es mejor quedarse callado” La población de 
América Latina está dividida al respecto, un 48% 
está de acuerdo y otro 48% está en desacuerdo. 
Hay mayoría con guardar silencio en seis países: 
Honduras, El Salvador, Nicaragua, Venezuela, 
República Dominicana y México. 

Mientras tanto, cuatro de cada diez 
latinoamericanos (40%) están dispuestos a 
pagar el precio de la corrupción para solucionar 
problemas. Ese es el primer aspecto que hay 
que desmantelar con el discurso público. Las 
actitudes y comportamientos de la población 
de América Latina en general no son propicios 

10
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Dentro de las fortalezas y oportunidades que 
tiene para impulsar al país hacia un crecimiento 
más rápido y una mayor prosperidad compartida, 
se pueden mencionar sus esfuerzos continuos 
para diversificar sus exportaciones, su ubicación 
estratégica, una base industrial en crecimiento, 
y una población joven y en crecimiento, entre 
otras.

No obstante, aún maneja altos niveles de 
pobreza y desigualdad. Mientras que la tasa de 
pobreza del país de ingresos medios (US $ 5,5 por 
persona por día) se redujo del 60,8 por ciento 
al 52,6 por ciento entre 2005 y 2017, la tasa de 

El caso de Honduras
De acuerdo con el Banco Mundial (2020)13, 
Honduras ha logrado durante los últimos años 
las segundas tasas de crecimiento económico 
más altas de América Central, solo por detrás de 
Panamá. El crecimiento del PIB del país alcanzó el 
4,8 por ciento en 2017 y el 3,7 por ciento en 2018 y 
se prevé que crezca un 3,3 por ciento en 2019, por 
encima del promedio en América Central y muy 
por encima del promedio en América Latina y el 
Caribe (ALC). Además, Honduras ha sostenido el 
progreso con ajustes que permiten la reducción 
del déficit fiscal y la estabilización de la deuda 
pública.

11
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Los desafíos relacionados con la corrupción 

en el país son el resultado del nepotismo y 

el clientelismo generalizados, las actividades 

arraigadas del crimen organizado y la corrupción 

política. La corrupción toma muchas formas 

(por ejemplo, soborno, favoritismo e influencia 

indebida) y afecta a muchos de los sectores e 

instituciones del país, como la administración 

pública y el sector educativo. Sin embargo, una 

de las principales áreas de preocupación es la 

corrupción dentro de las fuerzas de seguridad y 

el poder judicial, lo que permite las actividades 

del crimen organizado y perpetúa una “cultura 

de impunidad” en el país.

pobreza extrema (US $ 1,90 por persona por día, 

la línea internacional de pobreza) es del 17,2 por 

ciento, tasa más alta en ALC después de Haití. La 

desigualdad (GINI 50.5 en 2017, entre las más altas 

de la región y del mundo) también ha resultado 

en una de las clases medias más pequeñas en ALC 

(11 por ciento en 2015, en comparación con el 35 

por ciento del promedio regional).

Además, Honduras lucha por sus altos niveles 

de violencia con un promedio de 42.8 homicidios 

por cada 100,000 habitantes14, lo cual rompe 

con el período de descenso que se venía dando 

desde el 2012 y lo sitúa entre los más altos del 

mundo. Asimismo, Honduras está muy expuesta 

a los eventos naturales adversos y al cambio 

climático, especialmente a las fuertes lluvias y 

la sequía que ocurren regularmente y afectan 

desproporcionadamente a los pobres, por 

ejemplo, al sector cafetalero en el Corredor 

Seco. Esta coyuntura ha propiciado un escenario 

propenso a la corrupción en sus diferentes 

formas, lo cual a su vez causa un problema de 

alta migración.

Honduras con una puntuación de 26/100 se 

encuentra en la posición 146 de 180 en el índice 

de percepción de corrupción del organismo 

Transparencia Internacional15 y el mismo se ha 

comportado relativamente estable desde el 2012. 
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¿Y qué piensan
   los Hondureños
   sobre el tema de
   corrupción y democracia? 

En Honduras
disminuye el apoyo

a la democracia,
de 36% a 34%

del 2017 al 2018

75% piensa
que se gobierna

para unos
cuantos grupos poderosos

en su propio beneficio

75%

Solo 13%
confía
en los

partidos políticos

13%

La aprobación de
gobierno

pasó de un 57%
en el 2002

a un 41% en el 2018

57% a 41%

72% afirma
que si no denuncia

un acto de corrupción
del cual tenga conocimiento

se transforma en cómplice

72%

71% afirma
que cuando se sabe

de algo corrupto
es mejor

quedarse callado

71%

56% afirma
que siempre que se solucionen

los problemas del país,
se puede pagar el precio

de cierto grado de corrupción

56%

36% a 34%

13
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Caso b. “Fraude sobre el Gualcarque”17

Este caso tiene connotación nacional e 
internacional pues deriva de las más de 
40 denuncias que Bertha Cáceres, lideresa 
indígena lenca y ambientalista asesinada en 
el 2015, presentó ante el Ministerio Público 
sobre presuntas irregularidades que se habrían 
cometido en diferentes concesiones de recursos 
hídricos que afectarían a la comunidad lenca. 
La MACCIH-OEA, seleccionó aquella denuncia 
relacionada al Proyecto Agua Zarca como un 
caso de investigación penal integrada. El 4 de 
marzo de 2019, la Unidad Fiscal Especial contra 
la Corrupción de la Impunidad del Ministerio 
Público de Honduras (UFECIC-MP) presentó ante el 
Juzgado de Letras del Circuito Anticorrupción un 
requerimiento fiscal contra 16 personas, por los 
presuntos delitos de Fraude, Abuso de Autoridad, 
Violación de los Deberes de los funcionarios 
y Falsificación de Documentos, en perjuicio 
del Estado. En esta investigación se contó con 
el apoyo de la Fiscalía Especial de Etnias y 
Patrimonio Cultural y de la Fiscalía Especial de 
Protección del Medio Ambiente. Con esta primera 
línea de investigación, UFECIC-MP presenta 
evidencia probatoria que los acusados habrían 
cometido diversos delitos de corrupción para 
lograr que la empresa Desarrollos Energéticos 
S.A. (DESA) fuera beneficiada con el Contrato 
de Operación y la Contrata de Aguas sobre el 
rio Gualcarque con la Secretaría de Recursos 
Naturales y Ambiente (SERNA), y un Contrato de 

Algunos casos de presunta corrupción 
en Honduras:
Algunos casos emblemáticos de presunta 
corrupción en Honduras fueron recopilados 
de fuentes oficiales y no oficiales, las cuales 
incluyen, pero no se limitan a notas periodísticas 
y estudios de caso del Consejo Nacional 
Anticorrupción, informes de Misión de Apoyo 
Contra la Corrupción y la Impunidad en Honduras 
(MACCIH), entre otros. 

Caso a. Defraudación en el IHSS
Uno de los casos que provocó un mayor escándalo 
en Honduras. Al inicio de la administración del 
presidente Porfirio Lobo (2010-2014), se designó 
como director del IHSS al doctor Mario Roberto 
Zelaya Rojas, quien aprovechándose de su posición 
conformó una red para defraudar a la institución, 
en la que presuntamente también participaron el 
entonces viceministro de Salud, Javier Pastor, y el 
viceministro de Trabajo, Carlos Montes16, quienes, 
al igual que Zelaya, formaron parte del Comité de 
Inversiones del IHSS, y el gerente administrativo, 
José Ramón Bertetty. Se presume que esta red 
sustrajo L6,700 millones, aproximadamente 
USD 335 millones, producto fundamentalmente 
de sobornos; sobrevaloración de suministros y 
equipamiento médico; negociación con empresas 
constituidas al margen de la legislación mercantil 
(«empresas fantasmas»); contratos celebrados 
al margen de la Ley de Contratación del Estado. 
Presuntamente, parte de los fondos defraudados 
se utilizaron para la financiación de la campaña 
electoral del Partido Nacional.
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Latam Ipfast LLC y World Venture Group Telecom S.S. 

de R.L, con tarifas preferenciales por la conexión 

de llamadas internacionales de larga distancia. 

De acuerdo con la Comisión Multipartidaria en su 

informe de junio de 2015, algunos funcionarios 

recibieron de la primera de las empresas en 

mención un monto de L17 millones (USD760,625), 

con un perjuicio económico de L100 millones 

(USD4.5 millones). En el caso de las otras dos 

empresas, según el TSC la malversación en contra 

del patrimonio público fue de aproximadamente 

USD3.6 millones (alrededor de L75 millones).18

Caso d. Caso en el sector educativo19

Honduras gasta alrededor del 7,5 por ciento 

de su PIB en educación, una cantidad 

considerablemente alta, particularmente en 

comparación con los países vecinos. Sin embargo, 

las fugas y las ineficiencias están obstaculizando 

las mejoras en el sector. La evaluación del Banco 

Mundial sobre el gasto público en el sector 

educativo (2010) confirmó que la filtración en la 

distribución de libros de texto, así como en las 

transferencias de efectivo, era bastante común. 

Según el informe, los datos de 2008 mostraban 

que el Ministerio de Educación imprimió 

suficientes libros de texto para cada estudiante, 

pero, de hecho, aproximadamente el 20% de 

las escuelas no recibió libros de matemáticas, y 

más del 30% de las escuelas no tenían libros en 

español.

Suministro de Potencia y Energía con la Empresa 
Nacional de Energía Eléctrica (ENEE), así como 
con el Contrato de Operación para la Generación, 
Transmisión y Comercialización de Energía 
Eléctrica entre la SERNA y DESA S. A. (Central 
Hidroeléctrica Agua Zarca) y el Contrato No. 043-
2010 de Suministro de Potencia y Energía Eléctrica 
firmado el 3 de junio de 2010 entre la ENEE y DESA. 
El fraude se evidencia con una serie de trámites 
administrativos irregulares para favorecer el 
proyecto que desarrollaría la empresa DESA, 
con la participación de varios funcionarios de 
diferentes instituciones públicas (SERNA, ENEE, 
INA, ICF y la Municipalidad de San Francisco de 
Ojuera), quienes agilizaron el trámite del Proyecto 
Hidroeléctrico Agua Zarca, de manera irregular, 
con evidente concertación entre los ahora 
imputados. Toda la investigación evidencia como 
fue la actuación de la administración pública 
que, para favorecer a la empresa DESA, realizó 
trámites ilegales y omisión de informes para la 
concesión de recursos hídricos, afectándose a 
especies en peligro de extinción, flora, fauna y 
consumo humano.

Caso c. El caso Hondutel 
Este caso está vinculado con prestación de 
servicios públicos, involucrando a funcionarios 
públicos a quienes se imputan los delitos de 
Cohecho, Violación de los deberes de funcionarios 
y Fraude, por favorecer a cambio de sobornos a 
las empresas Latinode, Carriers Internacionales 
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que la corrupción también juega un papel en 
el reclutamiento, promoción y transferencia de 
maestros. Los maestros a menudo tienen que 
pagar para ser “aprobados” en los procesos de 
selección o para ser reubicados. 

Pérdidas económicas ocasionadas 
por corrupción en Honduras. 
El Consejo Nacional Anticorrupción (CNA) y el Foro 
Social de Deuda Eterna y Desarrollo en Honduras 
(FOSDEH) publicó en enero del 2020 un ejercicio 
técnico cuantitativo con la intención de proveer 
un insumo indicativo que ayudara a ilustrar la 
magnitud de la corrupción en Honduras para 
el período del 2014-2018 para presentar una 
aproximación a sus costos económicos20, similar 
al que publicó el Instituto Centroamericano de 
Estudios Fiscales con la aproximación de costos 
económicos y sociales (ICEFI, 2017).

Basados en los hallazgos obtenidos, se procedió 
a reflejar a través de datos estadísticos los 
resultados del estudio con el objeto de tener 
una visión clara de cómo la corrupción afecta 
el bienestar social del país, lo que permite que 
Honduras se encuentre actualmente con uno de 
los índices de pobreza y corrupción más elevados 
de América Latina. Dentro del mismo estudio 
se segmentó la corrupción en 15 modalidades, 
por medio de las cuales se pudo abarcar de 
forma completa todos los agentes y sectores 
intervinientes.

El estudio también informó la fuga de fondos 
en el programa de transferencia de efectivo del 
gobierno Matricula Gratis. El programa tenía 
como objetivo cubrir las tarifas de inscripción 
para estudiantes en todo el país. Dentro 
de este marco, el ministerio de educación 
transfiere una cantidad fija por alumno a cada 
escuela, en función del número de alumnos 
matriculados. Según el Banco Mundial, en 2008, 
las estimaciones de pérdidas de transferencias 
de efectivo ascendieron a aproximadamente US 
$ 1 millón. Considerando que tanto el ministerio 
como las escuelas mantienen cuentas adecuadas, 
el Banco Mundial estimó que más del 7 por ciento 
de las transferencias realizadas por el ministerio 
no llegaron a las escuelas.

Los informes también plantearon la cuestión 
del absentismo de los maestros y los “maestros 
fantasmas” en el país. El absentismo de los 
docentes prevé pérdidas de hasta US $ 19 millones, 
lo que afecta especialmente a las escuelas en 
las zonas rurales. Además, una cuarta parte 
de los maestros registrados e incluidos en la 
nómina estatal no están trabajando realmente. 
Esto significa que a casi el 25 por ciento de los 
docentes que trabajan en el país se les paga sin 
realizar sus funciones. Además, según los expertos 
consultados por Transparencia Internacional, 
los trabajos en el sector educativo a menudo 
se entregan como favores de las autoridades 
regionales y los congresistas. Con esto se afirma 
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de Seguridad Social durante la administración del 
presidente Porfirio Lobo, el gobierno de Honduras 
invitó a la Secretaría General de la Organización 
de los Estados Americanos (OEA) a facilitar un 
proceso de diálogo para crear un mecanismo 
de combate a la corrupción y la impunidad. Sin 
embargo, el presidente de la República Hernández 
se mostró reacio a crear una organización 
respaldada por la ONU con autoridades de gran 
alcance como la Comisión Internacional contra la 
Impunidad en Guatemala (CICIG) pero, ante una 
presión significativa, negoció un acuerdo más 
limitado con la OEA. 

En ese contexto, el 19 de enero de 2016 se suscribió 
el Convenio entre el Gobierno de la República de 
Honduras y la Secretaría General de la OEA para el 
Establecimiento de la Misión de Apoyo Contra la 
Corrupción y la Impunidad en Honduras - MACCIH, 
creándose así la primera misión en la historia de 
la OEA en esta materia. Dentro de sus objetivos 
se pueden mencionar entre otros: apoyar al 
cumplimiento por parte del Estado Hondureño de 
los compromisos internacionales adquiridos por 
este, por medio de la Convención Interamericana 
contra la Corrupción y el MESICIC, la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 
y la Convención de la Naciones Unidas contra la 
Corrupción (UNCAC); apoyar, fortalecer y colaborar 
activamente con las instituciones del Estado 
hondureño encargadas de prevenir, investigar 
y sancionar actos de corrupción y contribuir 

El estudio publicó que la suma total de las cifras 
estimadas del impacto de la corrupción en cinco 
años (2014-2018), ascendió a doscientos cincuenta 
y cuatro mil cincuenta y ocho punto cincuenta y 
siete millones de lempiras (L 254,058.57), este 
valor es superior al Presupuesto General de la 
República vigente para el año 2018 que fue de 
doscientos cuarenta y tres mil ciento cuarenta y 
nueve punto ochenta y nueve millones de lempiras 
(L 243,149.89). Esta comparación es alarmante ya 
que el análisis menciona que el monto que se 
pierde en tan solo cinco años equivale a todo el 
presupuesto utilizado en un año por el Gobierno 
de la República. El mismo estudio menciona que 
el costo económico de la corrupción para el 2018 
fue de sesenta y cuatro mil ochocientos ochenta 
y seis millones de lempiras (L 64,886.78), cifra 
que representa un 12.5% del PIB del país. Como 
conclusión mencionan que el “fenómeno de la 
corrupción en los últimos años ha evolucionado 
hasta convertirse en un sistema agrupado 
tripartito, donde ya no solo participa el político 
común, si no que pasó a formar una estructura 
organizada criminal compleja”

La Misión de Apoyo Contra la Corrupción y la 
Impunidad en Honduras (MACCIH)
Luego de una serie de manifestaciones masivas 
en marzo del 2015, después de que las autoridades 
hondureñas descubrieran que se malversaron 
más de $ 300 millones del Instituto Hondureño 
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fueron: la Unidad Fiscal Especial contra la 
Impunidad de la Corrupción (UFECIC), dependiente 
del Ministerio Público y los Juzgados de Letras, los 
Tribunales de Sentencia y la Corte de Apelaciones 
de lo Penal con Competencia Nacional en Materia 
de Corrupción, dependientes de la Corte Suprema 
de Justicia. 
 
En setiembre de 2017, la UFECIC inició sus 
actividades y con la incorporación del 67% 
de expertos internacionales contratados en la 
MACCIH se empezaron a trabajar los primeros 
casos, surgiendo la figura del equipo integrado. 
Mediante el traspaso de capacidades se realizó 
el fortalecimiento de las destrezas de litigio oral 
de los Fiscales y la capacitación necesaria para 
el manejo de casos complejos, aprovechando la 
experiencia de los expertos internacionales. 

Los resultados que obtuvo la Misión en corto 
plazo motivaron el surgimiento de numerosos 
obstáculos, muchos de los cuales supo sortear 
con el apoyo de la comunidad internacional y 
la sociedad civil, pero los escollos más difíciles 
de superar y que de algún modo retrasaron o 
impidieron el cabal cumplimiento de su mandato 
se originaron principalmente en el Congreso, 
donde se aprobaron normas que restringen las 
facultades investigativas del Ministerio Público 
o no guardan armonía con el combate a la 
corrupción (Reformas a la Ley del Presupuesto 
del 2018 suspendiendo cualquier acción o 
investigación penal referida a los fondos que 

a fortalecer los mecanismos de rendición de 
cuentas de los órganos de justicia del Estado 
frente a la sociedad hondureña, así como los 
mecanismos de observación y seguimiento de 
sistema de justicia desde la sociedad civil, entre 
otros21. Su mandato establecía que la Misión 
contribuyera al fortalecimiento del Estado de 
Derecho, las instituciones del Estado hondureño, 
la construcción de confianza entre gobernantes 
y ciudadanos y a mantener el diálogo, como la 
herramienta principal para la consolidación de la 
democracia en Honduras. Asimismo, se reconoció 
que la sociedad civil continuaría cumpliendo un 
papel vital en la vigilancia de los compromisos 
adquiridos por el Estado, su rendición de cuentas 
y en la construcción de instituciones que irradien 
confianza.

La MACCIH durante los 4 años de permanencia en 
Honduras, cumplió los objetivos y líneas de acción 
establecidos en el Convenio de su creación, 
siendo uno de los aportes más importantes en el 
fortalecimiento institucional, la implementación 
de un nuevo modelo de “investigación penal 
integrada”, así como la creación del denominado 
circuito anticorrupción, integrado por jueces 
magistrados y fiscales seleccionados y 
certificados por la MACCIH.

La Misión tuvo que diseñar su propio sistema de 
dependencias institucionales, incorporadas en 
la plataforma pública, pero con una vinculación 
directa con la Misión, las dos más importantes 
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diputados); Caja Chica del Hermano (referente 
al caso en contra del hermano del ex presidente 
Porfirio Lobo); el caso Pandora (que afectó a 
pequeños agricultores de 13 departamentos del 
país y fueron involucrados 37 funcionarios y el 
ex secretario de Agricultura y Ganadería); el 
caso Corrupción sobre Ruedas (el cual utilizó 
al Banco Nacional de Desarrollo Agrícola para 
drenar recursos del bono de compensación 
social para personas de tercera edad, jóvenes y 
personas con discapacidad, entre los ejemplos 
de los 14 casos judicializados por la MACCIH. En 
casi todos los casos, los funcionarios hondureños 
presuntamente desviaron fondos destinados 
a programas de bienestar social a campañas 
políticas o sus propios bolsillos.  Sin embargo, se 
han presentado obstáculos o retrasos en ciertos 
casos, a pesar de que los plazos han vencido en 
demasía.  Casos como el de la “Red de Diputados” 
van a cumplir casi dos años en apelación sin que 
sea resuelto, el caso “Pandora” lleva casi año y 
medio en apelación, caso “Arca Abierta” lleva un 
año en apelación. 

Finalmente, el 17 de enero de 2020, mediante 
Comunicado N° C-003/20, la Secretaría General 
de la OEA (SG/OEA) hizo de conocimiento público 
que habían culminado las negociaciones con el 
Gobierno de Honduras respecto a la renovación de 
la MACCIH; informando que no fue posible alcanzar 
los acuerdos necesarios para la renovación del 
mandato de la Misión, razón por la cual la MACCIH 
finalizó sus funciones el 19 de enero de 2020, lo 

habían manejado los diputados a través del Fondo 
Departamental desde el año 2006, modificación 
de la Ley de Privación de Dominio, promulgación 
de un nuevo Código Penal que rebaja las penas 
para los delitos relacionados con corrupción, 
etc). Contrario a la proactividad legislativa antes 
descrita, el Congreso Nacional se ha negado a 
discutir y aprobar los proyectos de ley que la 
Misión propuso, como la Ley de Colaboración 
Eficaz22. 

Dentro de los diversos proyectos de ley 
y de reforma que formuló la MACCIH se 
pueden mencionar: la derogación de Ley 
para la clasificación de documentos públicos 
relacionados con la seguridad y defensa nacional, 
conocida como “Ley de Secretos Oficiales”; la 
Ley de Financiación, Transparencia y Fiscalización 
de partidos políticos conocida como “Ley de 
Política Limpia”; la Ley de Colaboración Eficaz; 
la reforma a la legislación procesal para que 
los altos funcionarios del Estado que delinquen 
por corrupción sean juzgados por los tribunales 
anticorrupción y las recomendaciones para la 
aprobación de leyes de seguridad, policía nacional 
y carrera policial por mencionar algunos.

Sus casos judicializados tuvieron gran impacto, 
dentro de los que se pueden mencionar la Caja 
Chica de la Dama (que involucra a la ex primera 
dama de la República); la Red de Diputados 
(involucrando a 5 diputados); la Arca Abierta 
(21 imputados entre ellos 5 diputados y 6 ex 
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investigación y sustentando los casos que fueron 
judicializados por la UFECIC, utilizando las buenas 
prácticas adquiridas con MACCIH/OEA.”24 
 

Jornada sobre Corrupción y Desarrollo 
Económico 
La Fundación Internacional de Seattle (SIF) se 
alío por segundo año consecutivo con el Centro 
Latinoamericano para la Competitividad y el 
Desarrollo Sostenible (CLACDS) del INCAE Business 
School para fomentar espacios en los que se 
aborde la ética y la transparencia en la región 
centroamericana.

SIF y CLACDS/INCAE realizaron una Jornada 
sobre corrupción y desarrollo económico en 
Tegucigalpa, Honduras, en el inicio del Foro 
Centroamericano de Donantes CADF 2019.  A lo 
largo del día se discutieron junto con expertos e 
invitados de diferentes institutos nacionales. La 
intención era discutir y evaluar las causas y las 
consecuencias de la corrupción en el desarrollo 
económico y el progreso social. Los resultados de 
Honduras fueron los siguientes:

Causas de la corrupción en Honduras:
Dentro de las principales causas de la corrupción 
en Honduras se habló de cinco causas:
Institucionalidad débil; falta de modernización 
tecnológica del Estado; cultura de impunidad; 

cual constituye un hecho negativo en la lucha 

contra la corrupción y la impunidad en el país.  Al 

final de sus funciones durante estos cuatro años, 

sus esfuerzos significaron “la judicialización de 

14 casos penales”23 y 3 de privación de dominio y 

el procesamiento de 133 personas (funcionarios y 

ex funcionarios públicos y particulares) afectados 

con medida cautelar de extinción de dominio 

empresas, sociedades, sedes de campaña, bienes 

muebles e inmuebles, poniendo en evidencia la 

existencia de redes de corrupción al más alto 

nivel político que drenaron fondos públicos 

destinados a programas de bienestar social.

Unidad Fiscal Especializada Contra las 
Redes de Corrupción (Uferco)
Como consecuencia del cierre de la MACCIH, 

también se cerró la Unidad Fiscal Especial contra 

la Impunidad y la Corrupción (UFECIC), por lo cual 

el Ministerio Público de Honduras creó el pasado 

23 de enero del presente año la Unidad Fiscal 

Contra la Corrupción (UFERCO). El nuevo ente 

estará adscrito a la Dirección General de Fiscalía, y 

tendrá como objetivo primordial “la investigación 

imparcial, aplicación de la ley y el enjuiciamiento 

de los responsables por la comisión de delitos 

relacionados con la corrupción pública de alto 

impacto y redes de corrupción que le fueran 

asignados por la Dirección General de la Fiscalía, 

asimismo continuará evacuando las líneas de 
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Transparencia y Modernización y Reforma del 
Estado, el cual tiene como objetivo fortalecer la 
transparencia de las instituciones del Estado de 
Honduras mediante un proceso de formulación 
y propuesta de políticas y programas de 
transparencia y lucha contra la corrupción, 
en coordinación con las entidades de control 
externo y otros entes del Estado con funciones 
de transparencia y anticorrupción, parece 
que aún le falta mucho trabajo por hacer. Sus 
unidades impulsan acciones en materia de 
rendición de cuentas y transparencia, gobierno 
digital y modernización del Estado. Además, en 
el componente de fortalecimiento institucional 
de las reformas estructurales a los sistemas de 
adquisiciones públicas deberá considerarse la 
modernización y fortalecimiento de los sistemas 
electrónicos, específicamente del Sistema de 
Información de Contratación y Adquisiciones del 
Estado de Honduras (HonduCompras). 

Impunidad: definida como la falta de denuncia, 
investigación, captura, enjuiciamiento, 
soluciones positivas para las víctimas y/o condena 
de los responsables de los delitos tipificados 
en la legislación. Lo relevante es que, como 
respuesta a las demandas sociales de los últimos 
años, reforzadas por las movilizaciones de 2015, 
las respuestas institucionales para enfrentar 
la impunidad han comenzado a visualizarse 
con más nitidez y se dirigen a intentar cambios 
estructurales en toda la cadena del sistema de 
justicia.

conflicto de intereses individuales y por último 
rendición de cuentas en temas económicos, 
sociales y legales.

Institucionalidad débil: las entidades 
fiscalizadoras superiores han estado muy 
lejos de asegurar el control sobre la gestión 
correcta de los recursos públicos, la ejecución 
del presupuesto y el actuar de los funcionarios 
públicos; en resumen, garantizar una evaluación 
efectiva de la ejecución y calidad del gasto 
público. Con relación a las actuaciones de 
estas instituciones contraloras, la carencia 
de efectividad también se ubica en el patrón 
histórico que tienen de sustentar sus acciones 
en un modelo reactivo o ex post, que implica 
una intervención cuando ya se ha realizado el 
gasto público y, en ocasiones, cuando ya se ha 
consumado el uso indebido de los recursos del 
Estado.  Algunos factores que podrían incidir 
en esta inefectividad son la falta de autonomía 
e independencia de los auditores internos, 
pues tienen una subordinación jerárquica o 
administrativa que afecta su funcionamiento y 
estabilidad; falta de capacitación, actualización, 
desarrollo profesional y especialización de 
las personas que conforman estas oficinas, 
así como debilidad en el control de la gestión 
presupuestaria.

Falta de modernización tecnológica del 
Estado: aunque en Honduras, desde febrero 
de 2014 funciona la Dirección Presidencial de 
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atribuciones, así como dificultades de mejorar 
sus mecanismos de comunicación y rendición 
de cuentas frente a la ciudadanía. Esta suma de 
factores incide en la poca credibilidad que tiene 
el trabajo de estas tres instituciones, y de ahí la 
necesidad de identificar los desafíos para revertir 
la situación.

Una vez identificadas las principales causas 
de la corrupción en Honduras, se determinaron 
(junto con el panel de expertos nacionales de los 
distintos institutos nacionales que tratan el tema 
de lo corrupción), varias estrategias posibles para 
tratar de solucionar o aminorar estos problemas 
(ver Figura 4). Y una vez identificadas todas 
estas estrategias, se escogieron las principales 
propuestas de soluciones a este problema. 

Conflicto de intereses: Su presencia constituye 
una amenaza a los principios de equidad e 
imparcialidad que deben regir el actuar de los 
servidores públicos y que operan como una 
garantía para evitar que se adopten decisiones 
arbitrarias en las que prevalezca un interés 
privado, el del propio funcionario o el de un 
tercero vinculado —familiares, amigos, socios, 
partidos políticos, grupos empresariales, entre 
otros—, por encima del interés público que busca 
la promoción y protección del bien común. La 
falta de regulación en la materia que resulte 
aplicable a todos los servidores públicos ha 
provocado que, en casos notorios, expuestos a la 
opinión pública por los medios de comunicación, 
las decisiones públicas se cuestionen, pero no se 
puedan revertir, y que los funcionarios se limiten 
a minimizar o desmentir que sus actuaciones 
constituyan conflictos de esta naturaleza.

Rendición de cuentas: permite alertar a las 
autoridades sobre sospechas con respecto a 
la evolución patrimonial de un funcionario, o 
sobre los intereses espurios que este pueda 
estar privilegiando al tomar sus decisiones, en 
detrimento de los intereses de la mayoría. Sin 
embargo, en Honduras permanecen disposiciones 
que blindan con la confidencialidad el contenido 
de las declaraciones juradas de ingresos, 
activos y pasivos. A ello se agregan limitaciones 
legales, institucionales, presupuestarias y de 
capital humano para el cumplimiento de sus 
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Falta de modernización 
tecnológica del Estado

Rendición de cuentas en 
temas económicos, sociales, 

legales

Debilitamiento institucional, 
concentración de poderes Cultura de impunidad

Conflicto de
interés individuales

- Simplificar procesos
 
- Digitalización

- Sistematización tecnológica de
  trámites

- Auditoría a los sistemas
  burocráticos internacionales
 
- Crear ventanillas únicas para
  facilitar trámites

- Tener licitaciones en línea para
  transparencia de compras de
  gobierno

- Instaurar programa de
  conformidad (compliance) o
  ética empresarial

- Crear incentivos a favor de
  cumplimiento impositivo, como
  reducción del IVA y factura
  electrónica para aprovechar
  el rol formalizador de cadenas
  de valor

- Sistemas de información en
  línea en temas de finanzas
  públicas
 
- Implementación real de la
  política de Estado abierto

- Crear sistemas de rendición
  de cuentas transparentes en
  el lado económico, social y
  político

- Información financiera de las
  empresas públicas disponible
  a la población
 
- Certificar a través de un
  tercero, los programas de
  cumplimiento de empresas,
  otorgándoles así un estatus de
  operador confiable 

- Reforma Nueva Ley Orgánica
  del Congreso Nacional.
  Enfoque democrático, no
  presidencialista

- Ley de selección de elección
  de altos funcionarios

- Reforma constitucional de ser
  necesario para para reformar
  los poderes del Estado y los
  cargos sean por méritos

- Puestos clave asignados
  por meritocracia y concursos
  públicos

- Tratar de crear un sistema
  de asignación de puestos por
  méritos no nepotismo

- Ley de carrera de Servicio Civil

- Estabilidad laboral

- Fortalecimiento de
  instituciones a través de ley
  de carrera de SC

- Marco legal/constitucional
  de sistema de mecanismos de
  control y equilibrio de poderes
  (checks+balances)

- Revisión separación de
  poderes a nivel 
  gubernamental 

- Gestionar un compromiso
  nacional para lograr que sea
  independiente, y que se
  mantenga institucionalidad

-Auditoría forense al sistema
  de justicia y sistema penal

- Línea de quejas de
  seguimiento

- Comisión de ética y
  cumplimiento que reciba
  denuncias

- Renovación al convenio de la
  MACCIH sin limitación

- Sancionar dentro del marco
  legal ya establecido con
  acceso directo a las cortes
  para demandas públicas

- Desarrollar sistema de
  sanciones transparentes y que
  realmente se apliquen

- Ley Moral de prevención y
  combate a la corrupción

- Educación con valores
  acompañado de campaña de
  educación

- Fomentar valores desde la
  casa

- Programa de cultura ética

- Educación cívica, que permita
  al ciudadano que entienda,
  vigile y demande rendición
  de cuentas

- Sociedad civil movilizada
  y crítica en torno a la
  lucha contra la corrupción e 
  impunidad

- Crear un sistema de incentivo
  o ‘‘profit sharing’’ para 
  fomentar que las personas no
  tomen decisiones antiéticas
  o corruptas

- Incentivos sobre resolución de
  tramites rápidos

- Buscar motivación de
  simplificación de trámites

- Cambiar la cultura a través
  de incentivos positivos,
  específicamente
  certificaciones  para
  entidades del Estado y
  servidores públicos
 
- Confianza en la ley como
  justa a través de importación
  de buenas prácticas de debido
  proceso y eliminación de
  conflicto de interés 

Figura 4. Resultados del Taller durante la Jornada sobre corrupción y desarrollo económico en Honduras, incluyendo las principales causas e ideas generales sobre posibles estrategias para mitigar 
la corrupción.               
Fuente: elaboración propia, 2020.
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Principales estrategias para 
mitigar los principales problemas de
corrupción en Honduras

Tomando en cuenta el resultado de la discusión 
sobre cuáles eran las principales causas de 
corrupción en Honduras, se discutió con el 
panel de expertos nacionales, cuáles serían 
las estrategias más relevantes para afrontar la 
corrupción en una manera efectiva y se llegaron 
a las siguientes propuestas (ver Figura 5): 

Fortalecer e implementar una carrera certificada de servicio civilFortalecer e implementar una carrera certificada de servicio civil

Campaña cultural en valores anticorrupción por la sociedad civilCampaña cultural en valores anticorrupción por la sociedad civil

Simplificación y digitilización de trámitesSimplificación y digitilización de trámites

Implementar una Ley / Marco Anticorrupción para fortalecer la institucionalidad 
nacional
Implementar una Ley / Marco Anticorrupción para fortalecer la institucionalidad 
nacional

Implementar programas de ética empresarial (denuncias) y autoregulación 
empresarial impulsados desde las Cámaras de organizaciones
Implementar programas de ética empresarial (denuncias) y autoregulación 
empresarial impulsados desde las Cámaras de organizaciones

Renovación del convenio de la MACCIH para fortalecer la institucionalidad 
hondureña
Renovación del convenio de la MACCIH para fortalecer la institucionalidad 
hondureña

Implementar el Convenio de Estado abierto fortaleciendo sistemas de información 
y rendicion de cuentas
Implementar el Convenio de Estado abierto fortaleciendo sistemas de información 
y rendicion de cuentas

Figura 5. Resultados del Taller durante la Jornada sobre corrupción y desarrollo económico en Honduras, incluyendo las principales posibles estrategias para mitigar la corrupción.
Fuente: elaboración propia, 2020.
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Campaña cultural en valores anticorrupción por 
la sociedad civil: la lucha contra la corrupción no 
sólo se lo debe dejar a las instituciones, al sector 
privado o a organizaciones políticas, sino que es 
una tarea de todas las personas debido a que 
todos formamos parte de la sociedad. La campaña 
se podría hacer en televisión, radio, medios 
impresos y redes sociales. Mediante historias 
cotidianas la campaña resaltaría valores como la 
honestidad en los diferentes ámbitos de la vida 
de la sociedad como la educación, el trabajo, el 
respeto a los demás.

Implementar una Ley / Marco Anticorrupción 
para fortalecer la institucionalidad nacional: 
efectuar un Marco que en síntesis se entienda 
como la obligación de la persona funcionaria 
pública, así como de las instituciones, de orientar 
su gestión a la satisfacción de interés público, 
demostrando rectitud, buena fe e imparcialidad; 
es decir va más allá de conductas de honestidad 
y transparencia, que deben tener los funcionarios 
públicos al ocupar sus cargos y ejercer sus 
funciones públicas. 

Implementar el Convenio de Estado abierto 
fortaleciendo sistemas de información y 
rendición de cuentas: hay mucho margen de 
mejora en lo que se refiere a la promoción de 
una cultura institucional de rendición de cuentas 
y transparencia en cada entidad pública. La 
falta de coordinación entre entes superiores 

Simplificación y digitalización de trámites: Los 
tramites digitales se demoran 74% menos que 
tramites presenciales, cuestan mucho menos, y 
reducen la incidencia de corrupción. De acuerdo 
a un estudio del BID (2018), los costos de los 
trámites son más altos para las personas de bajos 
ingresos, ya que tienen menos flexibilidad laboral 
y pierden ingresos cuando tienen que pasar horas 
en fila para ejecutar un trámite. El 30% de las 
personas de bajos ingresos reporta haber pagado 
alguna vez un soborno para ejecutar un trámite, 
frente al 25% de las personas de mayores 
ingresos.  Dentro de las opciones se podría pensar 
en la creación de ventanillas únicas para facilitar 
trámites, así como tener licitaciones en línea 
para la transparencia de compras de gobierno.
 
Fortalecer e implementar una carrera 
certificada de servicio civil: se propone fortificar 
y llevar a cabo los objetivos primordiales de la 
carrera administrativa, por ejemplo: garantizar 
que la Administración de los recursos humanos 
del sector público se fundamente estrictamente 
en el desempeño eficiente, el trato justo, el 
desarrollo profesional integral, la remuneración 
adecuada a la realidad socioeconómica del 
país, las oportunidades de promoción, así como 
todo aquello que garantice dentro del servicio 
público, un ambiente de trabajo exento de 
presiones políticas, libre de temor, que propenda 
a la fluidez de ideas y que permita contar con 
servidores públicos dignos, con conciencia de su 
papel al servicio de la sociedad.
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como una de las estrategias más importantes. Sin 
embargo, como se mencionó anteriormente no se 
logró un acuerdo entre el Gobierno de Honduras 
y la Secretaría General de la Organización de 
los Estados Americanos (SG/OEA), con lo cual se 
finalizaron las funciones de la MACCIH. 

de control, la duplicidad de funciones, en un 
ambiente de limitadas capacidades, tiempo y 
recursos, constituyen uno de los principales 
desafíos de la rendición de cuentas. Se podría 
empezar por ordenar e incentivar la rendición 
de cuentas de los funcionarios, tal vez a nivel 
contable-financiero, lo que permite un mejor 
control y transparencia de la función pública y 
auxilia a la prevención de ilicitudes.

Implementar programas de ética empresarial 
(denuncias) y auto regulación empresarial 
impulsados desde las Cámaras de organizaciones: 
la organización empresarial depende en gran 
medida de la información que pueda ser 
proporcionada por sus empleados para la 
corrección de conductas ilícitas ocurridas dentro 
de la empresa, por lo cual dentro de los programas 
de cumplimiento es un elemento esencial la 
implementación de unos sistemas de denuncia 
interna de irregularidades (whisteblowing). Una 
solución sería contar con un sistema de denuncias 
internas que contenga mecanismos que aseguren 
el anonimato y la confidencialidad, de tal manera 
que los empleados de la organización puedan 
presentar denuncias al conocer de conductas 
delictivas realizadas en la empresa.

Renovación del convenio de la MACCIH para 
fortalecer la institucionalidad hondureña: al 
momento del taller aún se desconocía el futuro 
de la MACCIH, por lo cual se sugirió la renovación 
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PIB ha superado el 3 por ciento solo dos veces 

desde el 2000 y promedió solo el 2.3 por ciento 

en los últimos cinco años. Se esperaba que la 

economía del país creciera un 2.4 por ciento en 

el 2019.

El leve crecimiento del país se ha traducido en 

una reducción de la tasa de pobreza (basada en 

una línea de pobreza de US $ 5.5 por persona por 

día) de 39 por ciento en 2007 a 29 por ciento en 

2017. La pobreza extrema (US $ 3.2 por persona 

por día) también disminuyó de 15 por ciento a 8.5 

por ciento durante el mismo período.

El caso de El Salvador
El país más pequeño de América Central, sin 
embargo, uno de los países más densamente 
poblados, ubicándose en el percentil 83 en todo 
el mundo en términos de densidad de población, 
tiene una población de 6.4 millones (más de 
1.5 millones de salvadoreños que viven en el 
extranjero).

De acuerdo al Banco Mundial25, el crecimiento 
del PIB en El Salvador alcanzó el 2.5 por ciento 
en 2018 y su PIB per cápita es de US $ 4,058. Sin 
embargo, El Salvador sufre persistentes bajos 
niveles de crecimiento. El crecimiento anual del 
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26 Como punto de comparación 

el coeficiente de Gini de otros 

países en el 2017 es: Honduras 

con 0.50; Panamá con 0.44; Costa 

Rica con 0.48; Colombia con 0.49. 

https://datos.bancomundial.org/

indicador/SI.POV.GINI?view=map

27https://es.insightcrime.org/

not ic ias/ana l i s i s/es tan- las-

pandillas-tras-la-historica-caida-

de-los-homicidios-en-el-salvador/ 

,https://forbescentroamerica.

com/2019/12/27/el-salvador-

cierra-2019-con-reduccion-de-

homicid ios-pero-seguira-en-

epidemia/
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el coeficiente de Gini, disminuyó de 0,51 en 2001 
a 0,38 en 2017, lo que convirtió a El Salvador en 
uno de los países más igualitarios de América 
Latina26. 

Aunque en el 2019 la tasa de homicidio se 
reportó en 36 por cada 100.000 habitantes27 (una 
cifra inferior a cualquier tasa anual dada en las 
últimas tres décadas, según datos recopilados 
por el Banco Mundial desde 1994), el crimen y la 
violencia siguen amenazando el desarrollo social 
y el crecimiento económico en El Salvador, y 
afectan negativamente la calidad de vida de sus 
ciudadanos.

El crimen y la violencia hacen más costoso 
los trámites para hacer negocios, afecta 
negativamente las decisiones de inversión y 
dificulta la creación de empleo. El Salvador 
produce 30,000 empleos por año, mientras 
que se necesitan 40,000 empleos cada año 
para proporcionar trabajo a quienes ingresan 
al mercado laboral. El crimen y la violencia, la 
corrupción y la falta de oportunidades y empleos 
son los principales impulsores de la migración de 
muchos salvadoreños.

Al igual que sus países vecinos, El Salvador 
también tiene una exposición y vulnerabilidad 
muy alta a los peligros naturales, además, es 
vulnerable a los impactos del cambio climático, 
incluido el aumento de la ocurrencia de 
inundaciones, sequías y tormentas tropicales.

Sin embargo, los niveles de deuda pública de 
El Salvador (70.7 por ciento del PIB en 2018) son 
motivo de preocupación. La reforma del sistema 
de pensiones en el 2017 redujo las necesidades 
de financiamiento del sector público. Como 
resultado, se espera que el déficit fiscal se 
estabilice alrededor del 2.5 por ciento del PIB en 
los próximos años.

En términos de desarrollos políticos, el país ha 
logrado un valioso progreso. La democracia y la 
paz se han consolidado desde el final de la guerra 
civil en 1992, y se han celebrado seis elecciones 
presidenciales democráticas consecutivas con 
transiciones pacíficas de poder.

Además, El Salvador continúa progresando 
en el avance de los resultados del desarrollo 
humano principalmente a través de la expansión 
del acceso a los servicios públicos. Por ejemplo, 
el mayor acceso a los servicios de salud, en 
particular para los pobres, contribuyó a la 
capacidad de El Salvador para alcanzar el ODM 
4 (reduciendo la mortalidad de menores de 
5 años). En educación, las tasas de acceso y 
alfabetización han aumentado, con los avances 
más significativos en las zonas urbanas. Sin 
embargo, el abandono de la escuela secundaria 
sigue siendo un desafío.

El Salvador también se está convirtiendo en un 
país más igualitario. La desigualdad, medida con 
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28https://www.transparency.org/

country/SLV
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Dentro de la cartera de oportunidades 
o soluciones para los desafíos del país 
probablemente involucrarán esfuerzos en una 
amplia gama de áreas que incluyen habilidades, 
oportunidades del mercado laboral, salud y la 
provisión de infraestructura, entre otros.

El Salvador tiene una puntuación de 34/100 y se 
encuentra en la posición 113 de 180 en el índice 
de percepción de corrupción del organismo 
Transparencia Internacional correspondiente al 
201928, lo cual significa que ha empeorado su 
calificación en cuatro puntos desde el 2012. 
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¿Y qué piensan
   los Salvadoreños
   sobre el tema de
   corrupción y democracia? 

En El Salvador
el apoyo a la

democracia disminuyó
de 35% a 28% 

del 2017 al 2018

86% piensa
que se gobierna

para unos
cuantos grupos poderosos

en su propio beneficio

86%

54% de la población
le da lo mismo,

un régimen democrático
que uno no democrático

54%

La aprobación
del gobierno

pasó de un 51%
en el 2008

a un 22% en el 2018

51% a 22%

69% afirma
que cuando

se sabe de algo corrupto
es mejor quedarse callado

69%

76% afirma
que si no denuncia

un acto de corrupción
del cual tenga conocimiento

se transforma en cómplice

76%

76% afirma
que siempre que se solucionen

los problemas del país,
se puede pagar el precio

de cierto grado de corrupción

76%

35% a 28%
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29https://www.bbc.com/mundo/

noticias-america-latina-45504991

30https://www.dw.com/es/
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32https://www.laprensagrafica.
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treinta años en prisión, confesó que con ayuda 
de sus colaboradores fingió pagos y sustrajo de 
forma ilegal los fondos públicos. También admitió 
que utilizó ese dinero para gastos particulares, 
como el pago de tarjetas de crédito a su esposa, 
viajes de lujo, compra de bienes e inmuebles, y la 
construcción de su mansión en el volcán de San 
Salvador, que según la Fiscalía está valorada en 
ocho millones de dólares30.

Además, a finales de 2019, fue sentenciado 
a otros dos años de cárcel adicionales, tras 
confesar que le pagó $10,000 a una empleada de 
la Cámara Primera de lo Civil a cambio de que 
le filtrara información sobre un proceso que se 
le sigue por presunto enriquecimiento ilícito de 
$3.9 millones31

. 
Caso b. Caso exmandatario Mauricio 
Funes32

El expresidente de la República Mauricio 
Funes acumula 5 procesos penales y dos 
investigaciones en su contra, así como repetidas 
órdenes de captura y una petición de extradición. 
Actualmente, se encuentra refugiado en 
Nicaragua, ya que le fue otorgada la nacionalidad 
por el presidente Ortega. Algunos de los casos por 
los que el exmandatario está siendo requerido 
son:

1) Caso Saqueo Público: involucrado en 
la sustracción de $351 millones de fondos 

Algunos casos de presunta corrupción 
en El Salvador:
Algunos casos emblemáticos de presunta 
corrupción en El Salvador, incluyendo casos 
involucrando a exmandatarios, fueron recopilados 
de fuentes oficiales y no oficiales, las cuales 
incluyen, pero no se limitan a notas periodísticas 
y estudios de caso entre otros. 

Caso a. Caso exmandatario Antonio Saca
En el 2018, el expresidente de la República fue 
sentenciado a 10 años de prisión por desvío y 
lavado de más de US$300 millones de fondos 
estatales, según anunció el Tribunal Segundo de 
Sentencia de San Salvador. Durante el juicio, se 
concluyó que el expresidente se apropió de fondos 
públicos en beneficio propio y de terceros, entre 
ellos, el desvío de más de US$7 millones para su 
partido Alianza Republicana Nacionalista (Arena), 
el pago a proveedores y salarios irregulares a 
funcionarios.

Otros de sus miembros de gobierno también 
fueron condenados por delitos de corrupción, con 
penas de entre 5 a 16 años de cárcel. Entre ellos, 
figuran el excolaborador de la Presidencia Pablo 
Gómez o los exsecretarios de Comunicaciones 
y de Juventud29. Saca y su grupo cómplice 
lograron un acuerdo con la Fiscalía General de 
la República (FGR) para confesar sus delitos a 
cambio de un juicio abreviado y penas mínimas. 
Saca, que se enfrentaba a una pena de hasta 
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Caso c. Caso exmandatario Francisco 
Flores
Flores, el más joven en alcanzar la presidencia 
salvadoreña con 39 años, quedó involucrado en 
un escándalo de corrupción cuya investigación 
judicial aún estaba en curso en el momento 
de su fallecimiento. En su momento tuvo 
cargos de peculado, enriquecimiento ilícito y 
desobediencia de particulares en perjuicio de la 
administración pública.

El caso se originó tras los terremotos que 
golpearon al país el 13 de enero, con lo cual hubo 
ayuda internacional y se le acusaba de desviar 
una donación de US $15 millones del gobierno 
de Taiwán para proyectos de reconstrucción y 
atención a víctimas de los terremotos.  Según 
la fiscalía, Flores se apropió de US $5 millones y 
desvió US $10 millones hacia una cuenta del 
partido Alianza Republicana Nacionalista (Arena). 
El presidente tuvo en su contra 3 distintos tipos 
de procesos: uno por responsabilidad penal, uno 
por responsabilidad civil y un juicio por extinción 
de dominio. La responsabilidad penal se extinguió 
en el momento en que falleció el expresidente 
(art. 96 n°2 del Código Penal); sin embargo, 
continuaron los otros dos procesos. Con respecto 
al juicio por responsabilidad civil, el tribunal 
resolvió en abril de 2018 absolver a su familia de 
dicha responsabilidad33; y en cuanto al juicio 
por extinción de dominio, este aún continúa en 
trámite.

públicos durante su gobierno (2009-2014). Otras 

31 capturas fueron giradas contra familiares, 

exfuncionarios y allegados del exmandatario que 

supuestamente conformaban la red con la que 

Funes se lucró mientras estuvo en la Presidencia.  

La fiscalía dijo que $292 millones del dinero 

defraudado fueron sacados en efectivo del 

Banco Hipotecario utilizando bolsas negras para 

transportarlo. Por este caso, Funes tiene cargos 

por lavado de dinero y activos y peculado.

2) Operación Corruptela: Según las 

investigaciones, Funes le proporcionó tres 

vehículos al entonces Fiscal General de la 

República, que incluían un BMW X6 blindado y dos 

Mercedes Benz. Además, le daba entre US$10 mil y 

US$20 mil mensuales y otras cantidades de dinero 

cuando el exfiscal lo requería. Esto lo hizo con la 

intención de no ser investigado en los casos de El 

Chaparral, la tregua entre pandillas y otros.

3) Investigación por compra de diputados: 

ordenó abrir una investigación sobre la posible 

compra de diputados durante la presidencia 

de Funes. La investigación se inició luego de 

que la revista Factum divulgó unos audios en 

los que se escucha supuestamente a Funes 

hablando con Miguel Menéndez, expresidente del 

Centro Internacional de Ferias y Convenciones 

(CIFCO), del pago a diputados para que votaran a 

conveniencia de Casa Presidencial.
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relevantes analizados fueron proyectados hacia 

2015 mediante el índice de precios al consumidor, 

publicado por el World Economic Outlook 

elaborado por el FMI en su edición de octubre de 

2016. Con base en esto, el Icefi calcula que los 

casos emblemáticos de corrupción analizados 

ascendieron a US $550.9 millones, equivalentes 

al 2.1% del PIB de 2015.

En términos de pérdidas sociales, el Icefi estima 

que con los recursos que se dejó de percibir por 

los casos emblemáticos de corrupción analizados, 

en 2015 se hubiese podido fortalecer a la Fiscalía 

General de la República con un incremento de su 

presupuesto cercano al 661%. Para el caso de 

las instituciones del ramo de justicia y seguridad, 

este aumento presupuestario hubiera sido del 

125%; para las instituciones del ramo de salud, 

del 94% y las del ramo de educación, del 60%.

Comisión Internacional contra la 

Impunidad en El Salvador (CICIES) 

Anteriormente, El Salvador había optado por 

no instalar misiones internacionales que los 

ayudaran con el tema de la corrupción y había 

decidido depender de sus propias instituciones. 

Sin embargo, el pasado 6 de septiembre de 201935, 

se suscribió una carta de intención por medio de 

la cual acordaron crear e instalar la Comisión 

Caso d. Red hospitalaria en el Instituto 
Salvadoreño del Seguro Social (ISSS)34

Entre los casos que más destacaron están el de 
Romeo Alfredo Majano Araujo, quien dirigió el 
ISSS entre los años 1989-1993. En julio de 1995 se 
giró una orden de captura en contra del extitular 
debido a los hallazgos de 14 auditorías de la Corte 
de Cuentas, que revelaban la compra fraudulenta 
de seguros de vida, estafa en la adjudicación 
de medicamentos a través de una “empresa 
fantasma” y peculado por un monto de más de 21 
millones de colones. 

Pérdidas económicas ocasionadas 
por algunos casos de corrupción en El Salvador. 
Para el caso de El Salvador, el Icefi (2017) también 
presenta un ejercicio técnico cuantitativo, cuya 
intención es proveer un insumo indicativo que 
ayude a ilustrar la magnitud de la corrupción 
en ese país, pero, sobre todo, que ofrezca una 
aproximación a sus costos económicos y sociales. 
Se insiste con la esperanza de que, aún con este 
ejercicio técnico precario, el lector coincida 
en considerar que esta forma de aproximar 
los costos económicos y sociales resulta más 
que contundente para rechazar la corrupción y 
renovar los esfuerzos por su erradicación en El 
Salvador.

Para el efecto, al igual que en el caso 
hondureño, los montos implicados en los casos 
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las presuntas faltas administrativas cometidas 

por funcionarios, empleados y autoridades 

públicas.

La CICIES trabajará con el Poder Ejecutivo y, si 

se logran los convenios con la fiscalía, la Corte 

Suprema de Justicia y la Corte de Cuentas, 

trabajará en cooperación con ellos brindando 

asistencia técnica. Los gastos de la CICIES se 

financiarán principalmente con contribuciones 

voluntarias de la comunidad internacional.

El 9 de diciembre de 2019, la Fiscalía General 

de la República y el comisionado designado de 

la CICIES Ronalth Ochaeta firmaron un convenio 

en el que se acordó la “cooperación y asistencia 

técnica para fortalecer las capacidades de 

la Fiscalía en pro de combatir la impunidad y 

corrupción en la función pública”, asesorando, 

recomendando y transfiriendo conocimientos 

especializados en corrupción a los fiscales37. 

Dicho convenio tendrá vigencia hasta 202238.

No obstante, también hay que tomar en cuenta 

que el acuerdo no establece que la CICIES podrá 

comparecer directamente en procesos judiciales, 

en calidad de querellante u otra. Por otro lado, 

se le otorga a la CICIES la facultad de acceder a 

toda información del Órgano Ejecutivo para sus 

investigaciones. Sin embargo, el art. 26 de la Ley 

de Acceso a la Información Pública determina 

Internacional Contra la Impunidad. La firma 

del acuerdo fue el 26 de noviembre del 2019, 

entre el Gobierno de El Salvador, por medio del 

presidente Nayib Bukele, y la Organización de los 

Estados Americanos (OEA).  En este sentido, la 

CICIES es parte de la estructura de la Secretaría 

de la OEA, pero el acuerdo de establecimiento no 

pasó por aprobación de la Asamblea Legislativa 

salvadoreña.

El Secretario General de la OEA definirá 

su estructura36. Estará conformada por un 

comisionado, funcionarios internacionales y 

nacionales de la OEA y contratistas independientes. 

Los demás miembros serán profesionales y 

técnicos con experiencia en materia de lucha 

contra la corrupción, derecho penal, derechos 

humanos y sistemas electorales, entre otras 

disciplinas. El Comisionado será designado por 

el Secretario General de la OEA, pero deberá 

contar con el visto bueno del gobierno a través 

del presidente.

Entre sus competencias y obligaciones están 

suscribir acuerdos de cooperación con la Fiscalía 

General de la República, la Corte de Cuentas 

y la Corte Suprema de Justicia; acompañar 

y ayudar a la fiscalía en sus investigaciones 

cuando lo requiera; trasladar a la fiscalía toda 

la información o documentación relacionada con 

actos de corrupción y notificar a las autoridades 
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Jornada sobre Corrupción y Desarrollo 
Económico 
La Fundación Internacional de Seattle (SIF) se 
alío por segundo año consecutivo con el Centro 
Latinoamericano para la Competitividad y el 
Desarrollo Sostenible (CLACDS) del INCAE Business 
School para fomentar espacios en los que se 
aborde la ética y la transparencia en la región 
centroamericana.

SIF y CLACDS/INCAE realizaron una Jornada 
sobre corrupción y desarrollo económico en San 
Salvador a principios de diciembre del 2019.  A 
lo largo del día se discutió junto con expertos e 
invitados de diferentes institutos nacionales las 
causas y las consecuencias de la corrupción en 
el desarrollo económico y el progreso social. Los 
resultados de El Salvador fueron los siguientes:

Causas de la corrupción en El Salvador:

Dentro de las principales causas de la 
corrupción en El Salvador se hablaron de:

Institucionalidad débil; falta de idoneidad de los 
funcionarios, Impunidad, falta de formación ética 
y moral y por último excesiva discrecionalidad.

Institucionalidaddébil: Pese a su importancia en 
el combate a la corrupción, en la realidad de El 
Salvador destaca la inefectividad de las unidades 

que las autoridades competentes, en el marco 

de sus atribuciones legales, tendrán acceso 

a la información reservada y confidencial. No 

obstante, la CICIES no tiene atribuciones legales 

pues como se mencionó anteriormente, el 

acuerdo no pasó por aprobación de la Asamblea 

Legislativa.39 

En este respecto, la Fundación Salvadoreña 

para el Desarrollo Económico y Social (Fusades) 

tambien menciona en su Informe de coyuntura 

legal e institucional del 2019 que de acuerdo al 

marco la rendición de cuentas, según el art. 4.2.4, 

se concentra en la presentación de informes 

semestrales al Gobierno y al Consejo Permanente 

de la OEA, sobre los trabajos realizados, incluyendo 

avances, desafíos y obstáculos encontrados. 

También debería exponer informes extraordinarios 

que requiera el Gobierno. Sin embargo, Fusades 

en este sentido menciona que no se prevé que la 

CICIES se comprometa a informar a la Asamblea 

Legislativa, algo que sí debiera ocurrir, y tampoco 

que haya un mecanismo de control de la sociedad 

civil sobre la CICIES. El acuerdo prevé como línea 

de acción, relaciones con actores no estatales, 

para fortalecer la sociedad civil en cuanto a 

incidencia, monitoreo y denuncia de actos de 

corrupción, pero no está concebida como una 

veeduría sobre la CICIES40.
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y perfiles profesionales de acuerdo a estándares 
internacionales. 

Impunidad: la impunidad ha sido producto del 
contexto histórico y de condiciones estructurales, 
económicas, políticas, culturales y sociales que 
la han favorecido.  Lo importante es que, como 
respuesta a las demandas sociales de los últimos 
años, y un mayor acceso a información pública, 
las respuestas institucionales para enfrentar la 
impunidad han comenzado a visualizarse con 
mayor claridad y se dirigen a intentar cambios 
estructurales en toda la cadena del sistema de 
justicia.

Falta de formación ética y moral: la causa 
inevitable de la corrupción es la conducta 
deshonesta del actor público, y esto sucede 
porque el individuo decide realizar la acción 
corrupta. Si el individuo ya ha decidido cometer 
un acto corrupto, planeará la manera de evadir 
las normas y los mecanismos de control. En todo 
caso está en él la decisión de actuar o frenarse. La 
ética de la función pública es la ciencia del buen 
comportamiento en el servicio a la ciudadanía.  
Es además un importante mecanismo de control 
de la arbitrariedad en el uso del poder público, un 
factor vital para la creación y el mantenimiento 
de la confianza en la administración y sus 
instituciones. La ética es un factor clave para 
elevar la calidad de la administración pública 
mediante la conducta honesta, eficiente, objetiva 
e íntegra de los funcionarios en la gestión de los 
asuntos públicos.

que han tenido y tienen a su cargo esta actividad 
dentro de las instituciones públicas.  En algunas 
evaluaciones del Mesicic (ICEFI, 2017) se ha 
señalado que algunos de los institutos nacionales 
tienen ciertas limitaciones principalmente en el 
ámbito de cobertura territorial (focalización de la 
presencia en la ciudad capital y, escasamente, 
en el ámbito municipal); en la falta de 
capacitación permanente y especializada en 
materia presupuestaria; y en la escasez de 
capital humano para el cumplimiento de sus 
atribuciones. Otro aspecto citado, se refiere a la 
falta de coordinación entre entidades que deben 
desarrollar operaciones o acciones conjuntas 
para la detección, investigación, persecución y 
sanción de los actos de corrupción. En resumen, 
no se preparan para operar contra un rival 
colectivo que es capaz de reaccionar, boicotear y 
deslegitimar a estas agencias desde el momento 
en que la propuesta de su creación es formulada.

Falta de idoneidad de funcionarios: Otro aspecto 
citado, que corresponde al ámbito general de la 
conducción estratégica de las fiscalías, se refiere 
a los peligros y vulnerabilidad en la selección de 
las altas autoridades, dado el procedimiento que 
se lleva para definir candidatos y designarlos. 
Este cambio de autoridades puede representar un 
freno en la dinámica de la persecución penal de 
delitos de corrupción. Se puede deber también a 
la falta de aplicación de mecanismos para que 
los procesos de elección de las altas autoridades 
de las instituciones del sector atiendan méritos 
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Discrecionalidad: otro de los factores que 
más frecuentemente se cita como causa 
de la corrupción en la discrecionalidad de 
los funcionarios públicos en la adopción de 
decisiones. La posibilidad de llevar a cabo la 
violación de un deber será mayor cuanto más 
prevalezca el poder de discrecionalidad de la 
autoridad tomadora de decisiones, puesto que 
ello aumenta las opciones de ganancias extra, 
especialmente si nos remitimos al ámbito estatal.

Una vez identificadas las principales causas 
de la corrupción en El Salvador, se determinaron 
(junto con el panel de expertos nacionales de los 
distintos institutos nacionales que tratan el tema 
de lo corrupción), varias estrategias posibles para 
tratar de solucionar o aminorar estos problemas 
(ver Figura 6). Y una vez identificadas todas 
estas estrategias, se escogieron las principales 
propuestas de soluciones a este problema. 
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Falta de idoneidad de los 
funcionarios

Falta de formación ética y 
moral

Institucionalidad débil Impunidad exitosa Excesiva discrecionalidad

- Fortalecimiento de

  institucionalidad por medio de

  mejora de leyes ya existentes

  adecuadas a la realidad y dando

  fuerza de ejecución a los entes

  reguladores

- Mejorar las leyes que rigen a los

  cuerpos contralores con énfasis

  en sus potestades y estructura

- Incrementar la formación de los

  servidores

 

- Comprometer al país con

  estándares de fortaleza

  institucional (OCDE)

- Fortalecer organizaciones

  judiciales (jueces en

  instancias) para evitar

  impunidad. Dar seguridad al

  poder judicial que puede dar

  sentencias sin repercusiones

- Mejorar mecanismos de

  selección de funcionarios

 

- Aprobación de ley de función

  pública 

- Establecer procesos públicos,

  auditables y más rigurosos

  para la elección de

  funcionarios en puestos claves

  o de ejecución

- Creación de programas

  permanentes y obligatorios de

  formación a servidores

 

- Formación ciudadana en

  gestión pública y derechos

  ciudadanos

- Transparentar los procesos de

  selección

- Transparentar los procesos

  sancionatorios de los

  servidores públicos

- Depuración judicial y policial

- Capacitar adecuadamente a

  los aplicadores de la ley

- Incrementar sanciones por

  prácticas corruptas

- Visibilizar o transparentar

  juicios y procesos

  disciplinarios

 

- Obligar a la rendición de

  cuentas a los organismos

  judiciales

- Fortalecer la denuncia

- Generar casos ejemplares 

  de sanción, especialmente en

  órganos de justicia, control y

  transparencia

- Implementar planes de

  desarrollo a largo plazo donde

  se forme en ética y moral

  a los ciudadanos – desde

  la primera infancia hasta la

  Universidad

- Hacer campañas de

  concientización ciudadana

  de los efectos negativos y de

  crecimiento económico que

  tiene la corrupción

- Programas de formación

  ciudadana en transparencia e

  integridad

- Sistematizar la formación en

  ética y moral en el sistema

  educativo nacional 

- Incorporar programas de

  diálogo y construcción de

  valores colectivos en todos

  los niveles de educación

 

- Refundar el Tribunal de ética 

  gubernamental 

- Vigilar que los funcionarios 

  públicos en sus actuaciones

  se enmarquen en sus

  atribuciones legales

- Fortalecer el mérito en las

  organizaciones

- Castigar los excesos de

  discrecionalidad

- Generar tramitología 

  simplificada y procesos

  semiautomáticos apoyados en

   tecnologías

- Educar en democracia, estado

  y derechos

- Aumentar las contralorías

  sociales a las decisiones

  públicas

 

Figura 6. Resultados del Taller durante la Jornada sobre corrupción y desarrollo económico en El Salvador, incluyendo las principales causas y posibles estrategias para mitigar la corrupción. 
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las estrategias más relevantes para afrontar la 
corrupción en una manera efectiva y se llegaron 
a las siguientes propuestas (ver Figura 7):

Principales estrategias para 
mitigar los principales problemas de corrupción 
en El Salvador

Tomando en cuenta el resultado de la discusión 
sobre cuáles eran las principales causas de 
corrupción en El Salvador, se discutió con el 
panel de expertos nacionales, cuáles serían 

Figura 7. Resultados del Taller durante la Jornada sobre corrupción y desarrollo económico en El Salvador, incluyendo las principales posibles estrategias para mitigar la corrupción.
Fuente: elaboración propia, 2020.

Simplificar y digitalizar trámites en el sector públicoSimplificar y digitalizar trámites en el sector público

Fortalecer los organismos de control gubernamental, privado y socialFortalecer los organismos de control gubernamental, privado y social

Aprobación de una buena Ley de la Función Pública bajo estándares internacionalesAprobación de una buena Ley de la Función Pública bajo estándares internacionales

Mejorar mecanismos de selección de funcionarios públicos (meritocracia
y transparencia)
Mejorar mecanismos de selección de funcionarios públicos (meritocracia
y transparencia)

Creación de programas de formación a servicios públicos permanentes y obligatoriosCreación de programas de formación a servicios públicos permanentes y obligatorios

Implementar programas de formación y diálogo sobre ética y moral en todos los
niveles educativos
Implementar programas de formación y diálogo sobre ética y moral en todos los
niveles educativos

Implementar sistemas de gestión anticorrupción de clase mundial: ISO 37001: 2016Implementar sistemas de gestión anticorrupción de clase mundial: ISO 37001: 2016

Transparentar y visibilizar procesos sancionatorios de actores públicos y privadosTransparentar y visibilizar procesos sancionatorios de actores públicos y privados
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fortalecer la contraloría social a las decisiones 
públicas y fortalecer la denuncia y protección de 
denunciantes.

Aprobación de una buena Ley de la Función 
Pública bajo estándares internacionales: se 
cree pertinente la aprobación de una ley de 
función pública en todo el estado, la cual 
incluya normas de conducta para el correcto, 
honorable y adecuado cumplimiento de las 
funciones públicas. Estas normas deberán estar 
orientadas a prevenir conflictos de intereses y 
asegurar la preservación y el uso adecuado de los 
recursos asignados a los funcionarios públicos 
en el desempeño de sus funciones. Establecerán 
también las medidas y sistemas que exijan a los 
funcionarios públicos informar a las autoridades 
competentes sobre los actos de corrupción en la 
función pública de los que tengan conocimiento. 
Tales medidas ayudarán a preservar la confianza 
en la integridad de los funcionarios públicos y en 
la gestión pública.

Mejorar mecanismos de selección de 
funcionarios públicos (meritocracia y 
transparencia): establecer nuevos mecanismos 
transparentes donde se de puntuación de 
acuerdo con cuadros o tablas de cumplimientos 
de requerimientos mínimos para la aplicación 
de los diferentes puestos en la función pública. 
Además, generar instrumentos que permitan 
calificar la capacidad técnica moral y ética de 
las personas en los procesos de contratación.

Simplificación y digitalización de trámites: Los 
tramites digitales se demoran 74% menos que 
tramites presenciales, cuestan mucho menos, y 
reducen la incidencia de corrupción. De acuerdo 
a un estudio del BID (2018), los costos de los 
trámites son más altos para las personas de bajos 
ingresos, ya que tienen menos flexibilidad laboral 
y pierden ingresos cuando tienen que pasar horas 
en fila para ejecutar un trámite. El 30% de las 
personas de bajos ingresos reporta haber pagado 
alguna vez un soborno para ejecutar un trámite, 
frente al 25% de las personas de mayores 
ingresos.  Dentro de las opciones se podría pensar 
en la creación de ventanillas únicas para facilitar 
trámites, así como tener licitaciones en línea 
para la transparencia de compras de gobierno.
 
Fortalecer los organismos de control 
gubernamental, privado y social: Ninguna 
institución o sector puede luchar contra la 
corrupción por sí solo. En consecuencia, una 
estrategia fructífera contra la corrupción debería 
incluir a todas las instituciones que participan 
en la lucha contra la corrupción, incluidas 
las entidades fiscalizadoras superiores, los 
ministerios públicos, la policía, las instituciones 
de supervisión financiera, la administración 
pública y el sector privado, así como la 
sociedad civil. Algunos ejemplos de medidas 
que se podrían tomar serían: la creación de un 
Observatorio ciudadano de procedimientos de 
corrupción el cual de seguimiento de los mismos; 
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campañas de concientización ciudadana sobre 
los efectos negativos que tiene la corrupción en 
el progreso social y sus costos que afectan el 
crecimiento económico. 

Implementar sistemas de gestión anticorrupción 
de clase mundial: ISO 37001: 2016: las 
organizaciones tienen la responsabilidad 
de contribuir proactivamente en la lucha 
contra el soborno. La norma ISO 37001 está 
diseñada para ser utilizada por todo tipo de 
organizaciones independientemente de su 
tamaño, tanto en el sector público, privado o sin 
fines de lucro. Es un instrumento flexible que 
puede adaptarse en función de la naturaleza de 
la organización y del riesgo de soborno al que se 
enfrenta. Puede ser utilizada en cualquier país, ya 
que está diseñada para ayudar al cumplimiento 
por parte de la organización, tanto con las buenas 
prácticas internacionales como con los requisitos 
legales anti-soborno en todos los países en los 
que desempeñe su actividad la organización.

T ransparentar y visibilizar procesos 
sancionatorios de actores públicos y privados: 
parte de la cultura de la corrupción se debe a 
la impunidad y la percepción de las personas 
sobre la impunidad de actores claves en el 
sector público y privado lo cual normaliza la 
corrupción. Se propone que se deben generar 
casos ejemplares de sanción, especialmente en 
órganos de justicia, control y transparencia.  No 

Creación de programas de formación a servicios 
públicos permanentes y obligatorios: una política 
de integridad institucional en el ámbito público 
debe encuadrar necesariamente al empleo 
público, por lo cual se establece la obligación 
a las entidades del sector público de incorporar 
en todos los programas de recibimiento que 
impartan para el personal de nuevo ingreso 
sesiones específicas dedicadas a la Ética Pública 
e Integridad Institucional, añadiendo que esos 
programas serían de asistencia obligatoria y se 
acreditará su aprovechamiento, interiorización y 
transferencia de conocimiento. Además, se prevé 
expresamente que también se introducirán tales 
materias en los programas anuales de formación 
continua, así como un mejoramiento continuo en 
los temas pertinentes a sus labores específicas.
  
Implementar programas de formación y diálogo 
sobre ética y moral en todos los niveles educativos: 
se toma como base que la falta de valores 
propicia la corrupción, por lo cual se propone 
reformar el sistema nacional de educación 
considerando como base la erradicación de 
prácticas corruptas y la elevación de valores 
ciudadanos.  Dentro de las posibles estrategias 
se propone: implementar planes de desarrollo a 
largo plazo donde se forme en ética y moral a 
los ciudadanos desde la primera infancia hasta la 
Universidad, incorporando programas de diálogo 
y construcción de valores colectivos en todos los 
niveles de educación. Además, se propone hacer 
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problema que se ha vuelto demasiado grave y 
demasiado central en la forma en que la riqueza 
y el poder se distribuyen para ser susceptibles 
a tales soluciones. La corrupción incluso ha 
evolucionado junto con la era de modernización 
para encontrar nuevas maneras de pasar 
desapercibida. 

E l primer paso debe ser reconocer la 
corrupción.  Aun siendo un problema tan grave y 
el cual causa desventajas económicas tan claras 
como se menciona a lo largo del documento, 
los ciudadanos parecen no estar al tanto de sus 
efectos y repercusiones en la democracia y el 
progreso social. Por ejemplo, de acuerdo con el 
informe del Latinobarómetro 201841 solamente 
3% de los encuestados en El Salvador mira la 
corrupción como problema principal del país. 
Por lo cual, lo primero es reconocer el problema 
y visibilizarlo a nivel público y pensar en él 
como un sistema operativo intencional de redes 
sofisticadas y exitosas. La corrupción ya no puede 
entenderse simplemente como las acciones 
inmorales de los individuos. Como lo explica 
Chayes (2017) debe pensarse en el mismo como 
un sistema operativo de redes sofisticadas que 
cruzan las fronteras sectoriales y nacionales y que 
unen a sectores públicos y privados en su impulso 
para maximizar los retornos para sus miembros. 
Los formuladores de políticas deberían invertir en 
el estudio de estas redes y la corrupción como 
un sistema operativo intencional, y evaluar si 
sus aportes son, en conjunto, habilitantes o 
desafiantes de estas estructuras.

solo visibilizar más las sanciones como medida 
de parar la normalización de la corrupción, sino 
que además transparentar los procesos y toma de 
decisiones en estos casos para evitar algún tipo 
de corrupción en estas decisiones. 

¿Cómo avanzar en este tema? 
A pesar de los repetidos intentos en contra de 
la corrupción en casi todos los continentes 
en menos de una década, los miembros de 
los establecimientos de políticas, negocios y 
organismos internacionales de ayuda en los 
países occidentales todavía tienden a observar 
los casos de corrupción como ejemplos 
desagradables, aunque notables, de delincuencia 
individual que parecen afectar a los países 
desafortunados, mientras que otros minimizan 
la corrupción como una realidad. Es decir, se 
normaliza y se justifica por el hecho de que eso 
siempre ha existido, e incluso puede ayudar a 
lubricar un sistema incautado.

T ales actitudes nos impiden reconocer, y mucho 
menos abordar este gran problema, lo cual es 
peligroso al obstaculizar sistemáticamente las 
perspectivas de desarrollo, acelera la destrucción 
ambiental, la desigualdad de riqueza e ingresos, 
y lleva a sus víctimas a respuestas cada vez 
más desesperadas. Incluso la comunidad 
profesional anticorrupción parece retroceder 
ante las realidades más amplias, generalmente 
limitándose a enfoques técnicos para un 
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población las actitudes que ayudan a combatirla 
y hay que forzar e inculcar el conocimiento 
público mediante la discusión. 

Debemos recordar que la corrupción es un 
problema que causa estragos económicos, 
sociales y ambientales y que el mismo propicia 
nuevas crisis en una coyuntura ya difícil por sí 
misma. Dentro de las notables consecuencias 
se encuentra la migración. Tanto América Latina 
como Norteamérica debe prepararse para las 
olas de migraciones que están listas para su 
movilización en caso de que la situación siga 
igual o empeore. Aún en el caso que solo 10% 
de los que tienen intención de migrar lo hicieran, 
son varios millones de migrantes que pueden 
hacerlo en los próximos años. Los sucesos de 
Venezuela, la caravana que camina cruzando 
fronteras desde Honduras a hacia EE. UU., son 
indicios contundentes de que estos datos tienen 
relación con el comportamiento. La migración 
masiva en América Latina ya es una realidad y 
lamentablemente parece ser que llegó para 
quedarse.

L a corrupción es una realidad que está a la 
vista de todos, por lo tanto, todos estamos 
obligados a luchar en su contra. De esta manera, 
resulta lógico que los gobiernos elegidos para 
representar al pueblo sean llamados y obligados 
a adoptar la normatividad ética, para que de esta 
manera el comportamiento de sus funcionarios 
sea efectivo, transparente y legitimado por la 
opinión pública. 

Como lo menciona el Observatorio del Sistema 
de Justicia Penal de la OEA-MACCIH (2019), ‘‘el 
combate efectivo a la corrupción y la impunidad 
no se puede llevar adelante, sino es a través de 
la institucionalidad estatal. Son los órganos de 
prevención y combate a la corrupción los que 
en nombre del Estado y de la sociedad pueden 
enfrentar estos terribles males de manera efectiva. 
Sin embargo, en algunas sociedades como la 
hondureña, la institucionalidad estatal está tan 
cooptada por poderes lícitos e ilícitos, que ponen 
a la institucionalidad al servicio de sus intereses 
particulares, de clase o de grupo en estado 
puro. En este caso la movilización ciudadana y 
el trabajo sistemático de las organizaciones de 
la sociedad civil son factores determinantes para 
adecentar la institucionalidad y lograr que asuma 
sus tareas y responsabilidades.’’ 

A simismo, hay que tomar en cuenta la 
manera de ver las cosas por parte de los 
ciudadanos. Por ejemplo, en una gran mayoría 
de países, los encuestados del último informe del 
Latinobarómetro 2018, pensaban que era mejor 
guardar silencio cuando se sabe de algo corrupto. 
Sin embargo, al mismo tiempo se encontró una 
contradicción. Una mayoría importante en los 
países latinoamericanos respondieron que si 
no denunciaban un acto de corrupción del que 
tuvieran conocimiento se transformarían en 
cómplices. Es decir, que cuando se hace un 
discurso adecuado se puede despertar en la 

43



43

El fortalecimiento de la ciudadanía es un 
requisito para fortificar el sistema democrático. 
El señalamiento a tiempo es primordial para que 
los gobiernos operen de manera transparente, 
rindiendo cuentas de sus actos en todos los 
niveles jerárquicos y brindando a los ciudadanos 
la información sin restricciones; en consecuencia, 
de los gobiernos se requiere transigencia y 
flexibilidad y de la sociedad civil se exhorta una 
participación proactiva y constructiva.

En conclusión, enfrentar la corrupción no se 
puede resolver con la misma fórmula para todos 
los países e institutos y por lo mismo constituye 
uno de los mayores retos de la sociedad para la 
construcción de la democracia, el fortalecimiento 
del Estado de Derecho, el acceso a la justicia 
y enfrentar las grandes desigualdades y 
exclusiones sociales. Es en momentos como este 
donde la acción colectiva, entre los diferentes 
sectores involucrados (sector público, privado y 
la ciudadanía) deben trabajar juntos y demandar 
más aportes significativos a la lucha contra la 
corrupción y la impunidad, y a la construcción de 
una demanda ciudadana por la transparencia y la 
rendición de cuentas mediante una participación 
activa, continua y permanente. 
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